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PRESIDE: Señor Representante Daniel Placeres. 


MIEMBROS: Señores Representantes Fernando Amado, Gerardo Amarilla, María Luisa Conde, Gerardo 
Núñez y Luis Puig. 


ASISTE: Señor Representante Carlos Rector 


INVITADOS: Por el Pit Cnt y el Instituto Cuesta Duarte, señor Milton Castellano; doctores Julio Pérez 
Baladón y Manuel Echeverría, y señora Vanessa Bustamante. 


Señor Inspector General del Trabajo y la Seguridad Social, Gerardo Rey. 


Por la Federación ANCAP (FANCAP), señores Edwin Villero, Presidente; Salvador 
Sprovieri Vicepresidente; Gerardo Rodríguez, Secretario General; Oscar Duarte, Manuel 
Colina y Álvaro de la Cruz. 


SECRETARIO: Señor Francisco J. Ortiz. 


SEÑOR PRESIDENTE (Daniel Placeres).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el agrado de recibir a una delegación de representantes del 
PIT- CNT, integrada por los señores Milton Castellano, del Instituto Cuesta Duarte, los doctores Julio Pérez 
Baladón y Manuel Echeverría, y la señora Vanessa Bustamante. 


Convocamos al PIT- CNT a fin de conocer su opinión en cuanto a la creación del Fondo de Garantía de los 
Créditos Laborales. Hemos avanzado en algunas reuniones que mantuvimos con el señor Ministro de Trabajo 


y Seguridad Social, quien nos manifestó lo conversado con la central de trabajadores. Por este motivo, 
quisiéramos conocer en qué está este tema y en qué se ha avanzado. 


SEÑOR CASTELLANO (Milton).- En primer lugar, queremos agradecer a la comisión por habernos 
recibido. Este es un tema de vital importancia para la central sindical de trabajadores, que venimos 
reclamando desde hace mucho tiempo y que es de estricta justicia. Nos referimos a la posibilidad de que los 
trabajadores en situación de crisis empresarial tengan garantizado el cobro de sus legítimos haberes, derecho 
que genera la relación laboral. A veces, cuando estamos en ciclos económicos más positivos no tiene tanta 
repercusión, pero cuando los ciclos económicos son bajos, sabemos lo que ocurre. Ya hemos vivido la 
experiencia y el drama que significa el tendal en épocas de crisis, cuando los trabajadores terminan pagando 
con sus créditos laborales algo que ya tienen legítimamente ganado. 


Desde el punto de vista conceptual y político, para nosotros este es un proyecto de ley muy importante. 
Siempre está en nuestros principales reclamos y genera un permanente debate con las distintas autoridades. 
Hemos conversado muchas veces este tema con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y, también, con 
las cámaras empresariales. Es imprescindible la generación de un fondo de estas características, que garantice 
créditos que los trabajadores tienen ganados legítimamente. Estos fondos deberían ser volcados por el sector 
empresarial, que es el que tiene el deber de hacer cumplir la norma y porque, reitero, se trata de trabajadores 
que ya tienen ganados esos créditos laborales 


Sobre esa base, hemos insistido ante el ministerio en que cualquier fórmula de financiamiento de este fondo 
debe ser -como lo establece correctamente el borrador del proyecto de ley presentado- a cargo del empleador, 
quien es el responsable. 


Quisiera ceder el uso de la palabra al doctor Manuel Echeverría a fin de que haga algunas apreciaciones 
sobre el articulado del proyecto de ley que nos envió la Comisión. 


SEÑOR ECHEVERRÍA (Manuel).- En primer lugar, quiero agradecer nuevamente la invitación a esta 
comisión, que consideramos un ámbito de suma relevancia en especial cuando se da participación a los 
trabajadores. 


Como cuestiones previas debemos decir cuáles son los objetivos de este fondo de insolvencia; no vamos a 
reiterar lo que se manifestó en otras reuniones ni lo que dijo el Instituto del Derecho del Trabajo y Seguridad 
Social. Sí debemos decir que hoy en día el Derecho Laboral de alguna manera está en deuda con los 
trabajadores. Todos sabemos que el Derecho Laboral se basa en la protección del trabajador y, en este caso, la 
protección del trabajador y su salario, no está reforzada cuando se produce el egreso. Actualmente, cuando 
egresa un trabajador, no tiene ninguna garantía de que pueda percibir su salario, su sustento de naturaleza 
alimentaria. Hoy, según nuestro ordenamiento jurídico, el derecho al trabajo tiene falencias pues al finalizar 
la relación laboral no se protege al trabajador. Como veremos más adelante, la ley de concurso tiene muchas 
falencias y deficiencias que en los hechos hace que el crédito laboral realmente no esté protegido. 


Está de más decir que este proyecto de ley tiene un motivo de injusticia social; hay razones morales para 
garantizar que un trabajador cobre su salario al egresar. Todos sabemos cuál es el mal social que origina la 
pérdida del derecho al trabajo, agravado por la no percepción de la indemnización por despido así como por 
el no cobro de los rubros salariales que se generaron por la financiación del vínculo laboral: atraso en las 
cuentas, problemas familiares, problemas de índole personal, problemas sociales, etcétera. Este proyecto de 
ley va en la línea del Convenio Internacional de Trabajo N* 173 que, si bien no ha sido ratificado, tampoco 
fue sometido a ratificación por el Parlamento. También tenemos la Recomendación N* 180, que 
consideramos de suma importancia porque prevé la posibilidad de crear un fondo de garantía y es fuente 
inspiradora del derecho nacional. Y esta iniciativa se inspira en esa Recomendación N* 180 de la OIT. 


Este fondo que se crea tiene como finalidad garantizar la reparación a la violación de un derecho humano 
fundamental: el resarcimiento por la pérdida del trabajo. 


Como decía, este proyecto de ley va en consonancia, no solo con normativas de la OIT sino también con 
normativas supranacionales a nivel del sistema interamericano. En este caso, en que se pierde el derecho al 
trabajo, según nuestro ordenamiento jurídico no se garantiza su reparación; no se garantiza el pago de la 


indemnización por despido que, en definitiva, es la trasgresión a un derecho humano fundamental, como es el 
derecho al trabajo. Sabido es que este fondo no solamente garantiza la indemnización sino también los 
salarios de los trabajadores. En definitiva, está garantizando el sustento y la alimentación de aquel trabajador 
que perdió su fuente de trabajo. 


El objetivo de este fondo ha sido compartido por la academia, por el Instituto del Derecho al Trabajo y 
Seguridad Social en una reunión realizada por esta comisión el pasado 18 de abril, más allá de alguna 
observación ya que el proyecto de ley es perfectible. 


Podemos decir que en nuestro ordenamiento jurídico, en otras ramas del Derecho como, por ejemplo, en el 
Derecho Civil, se garantiza una reparación a la víctima cuando sufre un daño. Un ejemplo de ello es el seguro 
obligatorio. El Derecho Civil, que se rige por principios totalmente diferentes al Derecho Laboral, hay una 
norma sobre el seguro obligatorio que garantiza a una víctima -que no aporta al seguro obligatorio- frente a 
un daño. El aporte a ese seguro lo hacen los titulares de los vehículos. De alguna manera, el fondo de 
insolvencia del empleador, tiene cierta similitud con el seguro obligatorio. ¿Por qué decimos esto? Porque se 
estaría garantizando a la víctima, que es el trabajador, la reparación de un daño a un derecho humano 
fundamental que es el derecho al trabajo. ¿Por qué hacemos este "paralelismo" -entre comillas- entre una ley 
de Derecho Civil y este fondo? No podemos asombrarnos de que se pueda crear en el ordenamiento jurídico 
una garantía a la víctima, más aún en este caso en que se garantiza el sustento al trabajador y el derecho al 
trabajo. 


También debemos decir que este fondo no está pensado únicamente para situaciones en que se promuevan 
procesos concursales. Si bien en la opinión pública, lo que sale a la luz es el cierre de grandes empresas, 
nuestra experiencia profesional -seguramente es la de todos- indica que hay una gran cantidad de cierres de 
pequeñas y medianas empresas que no determinan la promoción de un concurso y que hay una situación de 
créditos que son incobrables. No hay estadísticas de esto, pero cualquier actor de las relaciones laborales 
conoce cuáles son las dificultades que tienen los trabajadores a la hora de cobrar su crédito laboral frente a 
una situación de insolvencia cuando no hay concurso. 


El segundo punto que queremos marcar es que se ha hecho hincapié en que los créditos laborales tienen una 
protección en el actual sistema de proceso concursal, en la ley concursal. Nosotros no estamos de acuerdo. 
Consideramos que la Ley N” 18.387 de concurso, que rige desde 2008, genera en el terreno de los hechos 
enormes dificultades e incertidumbres a los trabajadores. ¿Por qué decimos esto? Porque el artículo 110 de la 
ley concursal establece cuáles son los créditos con privilegio general. En su primer numeral se establecen los 
créditos de los trabajadores con un tope de 260.000 unidades indexadas, que al día de hoy ronda $ 944.000 y 
con otro tope de índole temporal. Se refiere a que los créditos privilegiados son aquellos que se generaron o 
devengaron con dos años de anterioridad a la declaración del concurso. Esto ha generado diversos problemas 
en los juzgados de concurso 


Es muy frecuente que los trabajadores se presenten a denunciar sus créditos a los procesos concursales y 
que esos créditos tengan una fecha de generación de más de dos años desde la declaración del concurso. Y 
ese crédito del trabajador no tiene ningún tipo de privilegio, sino que pasa a ser un crédito quirografario, es 
decir, se asimila a un crédito de un proveedor o, podríamos decir, a un crédito de un prestamista. Más aun, en 
este mismo numeral que refiere a los créditos privilegiados de los trabajadores se establece que también tiene 
privilegio el BPS por los aportes personales. Aquí se podría suscitar alguna duda. Si al trabajador 
efectivamente se le hizo el descuento en el momento de distribuir los activos entre trabajador y BPS por los 
aportes personales, estaría compitiendo con el Banco sobre un aporte que seguramente ya se le hizo. 


Reitero: el límite temporal de los dos años que establece este numeral ha generado que muchos trabajadores 
en diversos concursos no tengan privilegios, sino que sean créditos quirografarios. 


Por otra parte, supongamos que el trabajador no tiene crédito con privilegio general porque su crédito era 
anterior a los dos años desde la declaración, ahí pasa a ser un crédito quirografario. Y si es un crédito 
quirografario, ingresan dos opciones. La primera opción es que si los trabajadores promovieron el concurso 
-como sucede- van a tener un privilegio en base al mismo artículo 110, limitado al 50% del total de la masa 
activa de la empresa concursada. Se genera aquí un problema grande, que no ha sido advertido en el ámbito 
laboral. Me refiero a que por la Ley de Presupuesto N* 19.355, de 2015 se amplió el plazo que tiene el fisco 
como crédito privilegiado de dos a cuatro años. Es decir, si un trabajador promueve el concurso porque tiene 


un crédito quirografario y quiere tener una preferencia, va a tener la preferencia, pero siempre va a tener al 
fisco como crédito prioritario, porque así lo indica el numeral 2) del artículo 110. 


Esta ley de presupuesto -cuya copia se la podemos proporcionar- amplió el crédito del fisco de dos a cuatro 
años. Pues bien ¿qué sucede en los hechos? Cuando el acreedor laboral no tiene crédito privilegiado por el 
numeral 1), sino que es quirografario, esta ampliación del plazo del fisco hace que si hay dinero para 
distribuir se haya duplicado la posibilidad de cobro de crédito al fisco en detrimento, en este ejemplo, de 
créditos del trabajador. 


Aquí vemos como la normativa hace una distinción que, de alguna manera, perjudica a los trabajadores. 
¿Por qué? Porque si bien al principio se le concedió el privilegio al fisco por dos años en 2005, se amplió a 
cuatro y los trabajadores tienen solamente dos años. Hay un tope, un límite temporal no justificado. Se podrá 
decir que el cobro de tributos va en favor del interés general, pero nosotros no estamos de acuerdo con esta 
argumentación. No hay mayor interés que velar por el sustento de las personas, que es el salario; y no hay 
mayor interés que garantizar el cobro de la indemnización cuando se vulnera el derecho al trabajo ante el 
despido. 


Es por todo esto que decimos que la ley del concurso en los hechos no ha contribuido a mejorar la situación 
de los trabajadores. Quienes nos dedicamos a la defensa de los trabajadores en ámbitos judiciales, y 
promovido concursos para que ellos puedan cobrar, hemos sufrido esta situación. Hay ejemplos que podemos 
dar en forma enunciativa. En la empresa Tanza, los trabajadores promovieron un concurso menor, llevado a 
cabo en Las Piedras, y no tienen ningún tipo de privilegio. ¿Por qué? Porque el crédito databa de más de dos 
años desde la declaración del concurso. Tampoco en el terreno de los hechos tienen un privilegio por haberlo 
promovido, porque el fisco está primero, según el numeral segundo del artículo 110, y seguramente se va a 
cobrar parte de esos créditos con el total del activo del concurso. 


Esto es a vía de ejemplo lo que está sucediendo en un concurso al día de hoy, pero hay otras situaciones o 
procesos concursales que demuestran que la ley de concurso no garantiza el cobro de créditos. Un ejemplo es 
el concurso de la empresa Moviur, que se tramita en Montevideo y el de la empresa Vandrel, que se tramita 
en la ciudad de Libertad. Entre paréntesis, decimos que en ese concurso, por aplicación directa de la ley de 
proceso concursal -valga la redundancia-, hay trabajadores que tiene créditos quirografarios, al igual que los 
tienen proveedores de esta empresa. Sobran ejemplos. Otro puede ser el de una empresa de la zona de San 
José, Cerámicas del Sur, en el cual no se satisfizo la totalidad de los créditos de los trabajadores luego de las 
subastas; quedaron créditos pendientes. En una empresa pequeña de Montevideo vinculada a la industria de 
la vestimenta, cuya razón social es Munilan SA, también se promovió un concurso con la ley vigente y los 
trabajadores nada percibieron. 


Lo que queremos decir es que esta ley de fondo de insolvencia se complementa de alguna manera con la ley 
de concurso, pero esta no garantiza absolutamente nada y en el terreno de la praxis genera enormes 
dificultades y desigualdad entre los propios trabajadores. La desigualdad se refiere a que, trabajadores de una 
misma empresa, pueden llegar a tener créditos privilegiados y créditos no privilegiados. Ejemplo de ello son 
Vandrel, Tanza y Fripur. 


Aquellos trabajadores que continuaron desempeñándose en Fripur, luego de la declaración del concurso, 
percibieron parte de sus créditos, pero hubo trabajadores que por haber cesado el vínculo laboral unos meses 
antes de la declaración del concurso, nada percibieron. Vemos acá cómo la ley genera una distinción en 
cuanto al crédito laboral del trabajador que finalizó el vínculo laboral, incluso un día antes del concurso, con 
el que siguió trabajando. 


Queremos hacer hincapié en la necesidad imperiosa de que se sancione este proyecto. Perfectamente se 
puede mejorar su redacción, pero todos estamos de acuerdo con los objetivos, incluso la academia. 


SEÑOR PÉREZ BALADÓN (ulio).- Para el conjunto de los trabajadores es importantísimo que exista un 
fondo de esta naturaleza, que posibilite cumplir con el pago de los créditos laborales. 


Desde hace larga data se ha discutido el tema en Uruguay y nunca se llegó a un texto consensuado. Mientras 
tanto, decenas de miles de trabajadores han visto cercenado el derecho a percibir parcial o totalmente sus 
créditos, por distintas razones. No creo que podamos pasar mucho tiempo más sosteniendo esta situación. 


Como dijo el colega, las normas comerciales no pueden resolver situaciones laborales. Las situaciones de 
los trabajadores planteadas en la ley de concursos son cuestiones que no se han podido resolver, y creemos 
que es importante ponerlo arriba de la mesa. 


Después de que se presentó este proyecto de ley, en 2015, al tratarse la ley de presupuesto, vino incluida una 
modificación sobre la posibilidad de los créditos tributarios de entes del Estado, que lo amplió a cuatro años. 
Esa situación en la que quedó, por aplicación de este artículo, no solamente movió la aguja en contra de los 
intereses de los trabajadores, sino que la situación de ir a obtener el cobro en proceso concursal es mínima y, 
en muchos casos, nula. Con esto quiero decir que, en el marco de esta discusión, el Poder Legislativo movió 
la aguja, pero no en este sentido sino en uno contrario: se extendió el plazo a los créditos de la DGI y a 
distintos organismos del Estado, pero de los trabajadores no. 


Por eso creo que, más allá de que puede haber matices diferentes en la forma de algún artículo, es 
imprescindible que este proyecto se apruebe porque, hoy por hoy, esto no está reflejado en ninguna 
estadística -no sale a la opinión pública, no está en los diarios-, pero son decenas de miles los trabajadores 
que no pueden percibir sus créditos laborales. Son decenas de miles, parcial o totalmente. 


SEÑOR PUIG (Luis).- Es la tercera vez que el instituto Cuesta Duarte participa analizando este proyecto de 
ley en esta Comisión de Legislación del Trabajo, y hoy no ha sido una excepción. Nos han dado un panorama 
muy claro desde el punto de vista jurídico y de la situación de los trabajadores en torno a la insuficiencia y a 
la ineficacia relativa al cobro de los créditos laborales de la ley de concurso. Se ha demostrado claramente 
que esa herramienta, desde el punto de vista del derecho comercial aplicado al derecho laboral, no resuelve la 
problemática de los trabajadores por más que lo defina como crédito privilegiado, porque cuando no existen 
fondos, en realidad, los trabajadores quedan colgados del pincel; no cobran. El tema de los créditos de 
subsistencia, es decir para comer al otro día, es una realidad que hay que abordar. 


Hemos recibido diferentes planteamientos, inclusive, del Instituto del Derecho al Trabajo y la Seguridad 
Social. A través de una pormenorizada intervención de la doctora Rosina Rossi se nos planteó el acuerdo con 
este proyecto, a la vez que planteó algunas modificaciones que permitieran, por ejemplo, salvar algunas 
dificultades que tiene el proyecto. Nosotros manifestamos que estamos dispuestos a hacer esas 
modificaciones pero, al mismo tiempo -en ese sentido estaba planteada para hoy la convocatoria al PIT- 
CNT- creo que hay que ir a la problemática real que tenemos planteada. La problemática arriba de la mesa 
dice que las cámaras empresariales están presionando para que este proyecto no se apruebe. Las cámaras 
empresariales dicen que esto es avanzar en impuesto, cuando lo que se está estableciendo es un fondo, una 
tasa. Más allá de que a nivel internacional -como ustedes hoy lo reiteraron- no está ratificado el convenio 
173, claramente hay un avance importante en una cantidad de países, en torno a la aprobación de fondos de 
garantía. La mayoría de los fondos de garantía existentes son administrados -por lo que en Uruguay es el 
Banco de Previsión Social- en cuentas aparte de los fondos previsionales y se establecen con absoluta 
claridad, a través de distintos mecanismos, por la comisión que se crea o por alguna introducción que le 
haríamos al proyecto en torno a seguir la vía judicial de los montos de menor cuantía que son de rápida 
resolución en el país. Acá el tema central está planteado en las presiones que ejercen las cámaras 
empresariales sobre el gobierno y sobre el Parlamento, para que el proyecto no sea aprobado. Ese es el 
problema real que tenemos planteado. Conocemos claramente la posición de presión de las cámaras y 
sabemos cuál es la posición favorable del PIT- CNT en estos términos. La convocatoria del PIT- CNT la 
hacía el presidente de la Comisión, a fin de conocer cómo está el sistema de presiones, qué está planteando el 
PIT- CNT, qué va a plantear al respecto, cuando, por ejemplo, nos encontramos acá. Por ejemplo, en el día de 
ayer impresora Polo planteaba el tema de la insolvencia patronal y le dijimos claramente que los trabajadores 
no cobraron sus créditos de subsistencia. El retraso y la responsabilidad que tiene este Parlamento por la no 
aprobación de la ley hace que, más allá de que la ley se apruebe mañana, los trabajadores de impresora Polo 
no van a cobrar su crédito, como tampoco lo van a cobrar otros trabajadores que están en la misma situación, 
y son unos cuantos 


Por tanto, nosotros compartimos plenamente que hay que aprobarlo ya. Ahora bien, por parte del Poder 
Ejecutivo se nos dice que se está conversando y buscando una fórmula. Se llegó a decir que, de alguna 
manera, se podría ver con otros fondos que no sean los empresariales. Yo me pregunto: ¿qué es lo que dice la 
OIT? ¿Qué es lo que dicen los organismos internacionales en torno a esto? La insolvencia es producto de 
decisiones empresariales. Entonces, ¿de dónde tienen que provenir los fondos? Claramente, desde mi punto 
de vista, de una tasa que aporten las empresas. Para nosotros son de enorme aporte los aspectos técnicos. 


Inclusive, para nosotros es muy importante lo que se planteaba sobre la ley de presupuesto y lo que eso 
agrava la situación en relación a los créditos de los trabajadores, a fin de poder manejar en esta Comisión, y 
en las discusiones que hemos tenido y que tendremos con el Poder Ejecutivo, cuando desde el Ministerio de 
Economía y Finanzas se nos dice que, en realidad, consideran que no es oportuna, en este momento, la 
sanción del proyecto de ley. En realidad nos dicen que no se trata de una situación tan grave como la del 
2004; es obvio, pero también es claro que los momentos para aprobar un proyecto con estas características es 
cuando la situación no es tan agobiante. Es el momento que nos puede permitir una capitalización de ese 
fondo, hacer frente a las realidades y no en medio de una situación -esperemos que no se dé-, de mayor 
declaración de insolvencia y de mayores trabajadores no cubiertos por esa realidad. Esa es la discusión que 
está planteada. Si esto no se ha aprobado al día de hoy es porque, en realidad, hay una presión muy fuerte de 
las cámaras empresarias, con la queja de la OIT, incorporando otros aspectos. Pero para nosotros esta es una 
necesidad básica. 


Por estas razones, queremos saber en qué están las conversaciones del PIT- CNT con el Poder Ejecutivo en 
ese sentido; si le ha quedado claro al Poder Ejecutivo que esto es un proyecto para aprobarlo ya y no seguirlo 
dilatando porque, en realidad, nosotros estamos totalmente de acuerdo con el planteo de ustedes en cuanto a 
que no se puede seguir demorando la aprobación de este proyecto. Se nos dice que está en discusión tripartita 
y nosotros queremos saber cómo están marchando esas discusiones para poder tomar alguna resolución. 


SEÑORA CONDE (María Luisa).- Yo no creo que nadie vaya a hacer una empresa para perder; que alguien 
quiera castigar deliberadamente al trabajador, al menos hablando de capitales nacionales. En cuanto a los 
capitales extranjeros ya es más complicado. 


No estoy de acuerdo con que este no es el momento oportuno para castigar al empresario. ¿Saben por qué? 
Porque yo soy María la del barrio. Acá lo que tenemos que cuidar realmente es al trabajador, que tenga para 
comer y que no que vaya al clearing. Es muy fácil saber la situación del trabajador. Al trabajador le preocupa 
el día a día y si, además, tiene una espada de Damocles, como es el clearing, se angustia. Si no paga la luz, se 
engancha; si no paga el agua, se la pasa el vecino, pero si no tiene para comer... >Díganme si la realidad es 
esta o no: cuarenta mil puestos de trabajo menos; capaz que hay más. No creo que este sea el momento para 
seguir invirtiendo en el país porque queremos fuentes de trabajo para que esas cuarenta mil personas vuelvan 
a trabajar. Estoy hablando desde el punto de vista del barrio. Soy una persona humilde, vivo de mi trabajo, 
soy suplente y sé lo que le pasa a mi vecino. Vivo en un barrio muy humilde en Ciudad del Plata, Santa 
Mónica, mal llamado zona roja. A nosotros nos hacen un favor porque por suerte nadie va a vivir ahí ya que 
no hay nada para robar. 


En la diaria se usan expresiones de créditos y concurso, y tenemos una empresa como Fripur ¡qué cayó! 
Hasta el día de hoy no me convenzo de que Fripur no esté más. ¿Saben por qué? Porque allá hay marineros y 
gente que ha trabajado con todas esas empresas. Reitero: no me convenzo de que Fripur no esté más. 


Entiendo las manifestaciones del señor diputado Luis Puig en torno a la tripartita y las conversaciones. 
Capaz que los vientos no son los más adecuados porque se trata de una situación internacional importante. Yo 
soy de San José y allí está la empresa Lifan, que ha hecho lo que ha querido con el trabajador; se ha sentado a 
negociar con el PIT- CNT, con el Ministerio. Se ha tratado de sostener esa empresa por los puestos de 
trabajo. En cierto modo, se había perjudicado a algún trabajador porque no ha cobrado todo, pero muchos han 
sido absorbidos de nuevo. Entonces, si apretamos van a cerrar todas las empresas. Es así de fácil, porque son 
capitales como los de la Lifan, se van y no hay ningún problema o cambian de nombre y terminan perdiendo 
igual al trabajador. 


También hay otro tema importante, que es el clearing. Los trabajadores que están en el seguro de paro, que 
perdieron el trabajo no deberían ir al clearing porque es el crédito más cercano que uno puede obtener para 
comer, para vestir a los hijos, para pagar el boleto, para hacer una changa. Es el crédito más accesible al 
trabajador. Ahí tenemos que estar nosotros presentes. 


Cuando hablamos de otras situaciones, me gusta pensar que mi vecino no tiene para comer, que no puede 
llevar al botija a la escuela con los zapatos; ni siquiera zapatos, porque siempre hay alguno que te los pasa. 


Quizás haya otro aporte para hacer, pero el señor diputado Luis Puig dijo que no era oportuno y yo creo lo 
mismo, pensando en la diaria. Es probable que ustedes tengan una visión macro que se vincula a que el 
Estado se queda con las casas. Esto yo no lo entiendo mucho. 


SEÑOR AMARILLA (Gerardo).- Evidentemente, cada uno tiene su lectura de estos temas. 


Recién el señor diputado mencionaba las causas por las que no se había aprobado este proyecto. Todos 
podemos ver causas y películas diferentes, pero lo cierto es que tal vez un gobierno del Frente Amplio, que 
tiene mayoría parlamentaria hace tres períodos, que votó las normas mencionadas, que nos alejaron en 
sentido más lejano de los intereses del trabajador, es el mismo gobierno que hoy no tiene la voluntad política 
de aprobar esta ley. 


Tengo algunas dudas y reflexiones a partir de lo que hemos recibido en la Comisión. Por ejemplo, el tema 
del procedimiento: si es un procedimiento administrativo, si hay recursos al procedimiento, si no sería mejor 
hacer un procedimiento judicial, breve como el de los casos de menor cuantía. Estos temas nos dejaron 
muchas dudas y han servido para enriquecer el proyecto, amén de ver también cuál sería el mejor fondo de 
financiación. 


Más allá de la lectura que se pueda hacer y del discurso, lo que importa es descifrar las dudas que tenemos y 
aclarar para avanzar sobre el texto. Se hablaba de decenas de miles de trabajadores y me gustaría saber 
cuántos miles de trabajadores, en qué períodos, si es posible tener listado de empresas, listado de pagos 
adeudados. Me pregunto cuánto vamos a recaudar con el 0,1% y qué necesidad hemos tenido en el 2016, en 
el 2015, en el 2014 y en el 2013 porque, evidentemente, son elementos que necesitamos para avanzar. 
Debemos considerar qué vamos a hacer frente a una situación y no sabemos si ese fondo que supuestamente 
vamos a recaudar nos va a dar o nos va a faltar. Debemos conocer estos datos porque después podemos tener 
dificultades para atender las diferentes situaciones. Tal vez ustedes ya lo han estudiado porque se han 
analizado varias empresas. Entiendo que habría que bajar una planilla excel que nos permita decir que en el 
2014 fueron tantas empresas y tantos trabajadores que quedaron sin cobrar sus salarios, son tantos montos en 
pesos o en dólares, y lo mismo para los otros años. Se trata de tener un parámetro que es fundamental a la 
hora de legislar. También podemos legislar una linda herramienta, desde el punto de vista de la propaganda 
muy bien difundida pero, a la hora de concretarse la resolución de esta gente que no ha podido cobrar 
-situaciones que se dan por décadas- quizás no podamos afrontar. Por tanto, habría que modificarla a los 
pocos meses. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De la exposición del PIT- CNT, surge claramente que los fondos sean volcados por 
las empresas. 


Con respecto a la concurrencia del PIT- CNT -esta es la tercera vez que viene- quiero decir que, 
paradojalmente, vino en el 2015, al año, en 2016 y ahora aceleramos porque son meses y no un año. Como 
bien decía el señor diputado, yo planteé la convocatoria por la visión que hay de que se está en 
conversaciones. Por eso se planteó llamar a uno de los actores que, supuestamente, está en conversaciones. A 
mí me queda clara la posición manifestada por el representante del PIT- CNT, es decir que los fondos que 
entiende la central sean estrictamente volcados. Yo considero lo mismo. 


También quiero aclarar que el proyecto de ley establece que es "hasta 0,5%". Esto no significa que sea el 
5%. De acuerdo con los datos que solicitaba el señor diputado Gerardo Amarilla, uno puede ir viendo en la 
estadística qué impacto genera esto. Entiendo que es bueno contar con esos datos relacionados con el impacto 
sobre una base de población. También creo que habría que considerar el histórico porque si lo tomo en 
economía en ascenso me va a dar un resultado. Hay un tema que también se vulnera hoy con la aplicación de 
nuevas tecnologías en el proceso laboral, que genera desempleo. En el día de hoy va a haber un debate de 
renta básica y para mí eso tiene que concluir -considerando los datos que pide el señor diputado Gerardo 
Amarilla- en un abanico que comience con el antes, con el tiempo mediano y con el final. ¿Por qué? Porque 
hubo situaciones de este tipo que llegaba a mucha población, después hubo un momento en que eso no 
ocurrió, por el desarrollo que se aplicó en el país, y ahora estamos volviendo a un pico. 


SEÑOR ECHEVERRÍA (Manuel).- Comparto con la señora Diputada que la enorme mayoría de los 
empresarios uruguayos cumplen con sus obligaciones y honran sus deudas. De todas formas, hay situaciones 
que se les escapan, que no pueden enfrentar por diferentes motivos, más allá de su voluntad. Y siempre el 
eslabón más débil en esa situación es el trabajador que, de la noche a la mañana, se queda sin su ingreso para 
el sustento básico. 


¿En qué situación está hoy el país? Sin duda, el desempleo ha crecido un poco pero no tenemos los niveles 
de crisis estructurales fuertes que ha tenido el Uruguay. En 2002 teníamos el 40% de pobreza; hoy tenemos el 


10%. Los niveles de desempleo se sitúan en los niveles medios históricos. Por lo tanto, este es un buen 
momento porque no tenemos esas crisis terribles, aunque creo que hubiera sido mejor el año pasado o el 
anterior. 


Por otra parte, las discusiones que hemos tenido con el gobierno no son sobre la ley. Nosotros decimos que 
hay que aprobar en forma inmediata esta ley; se lo hemos dicho en todos los idiomas al Poder Ejecutivo. Pero 
lo que sí se puede conversar -y estamos conversando- es sobre las formas de instrumentación de los detalles. 
¿Cuáles serían los montos? Si tomamos un punto de referencia como, por ejemplo, el Fondo de Reconversión 
Laboral, que es un 0,125%, sería una buena referencia. Es un monto anual de alrededor de US$ 20.000.000 
del lado empresarial, un poco más o un poco menos, dependiendo de los ciclos económicos, etcétera. No 
estamos hablando del 0,5% sino de mucho menos. No obstante, el sector empresarial lo cuestiona un poco 
más filosóficamente: no impuestos; no carga tributaria. Pero estamos hablando de una carga tributaria muy 
menor según nuestro criterio. 


Inclusive, en algún momento dijimos que cualquier fondo necesita un fondeo, valga la redundancia. 
Poniendo un ejemplo, si fueran un 0,125% necesito un año para recaudar. Entonces, hablamos con el Poder 
Ejecutivo de algún fondeo para el arranque -que podría ser un préstamo de alguna institución- y de que 
cuando el fondo empiece su ritmo lo pueda devolver. Pero las conversaciones con el Poder Ejecutivo son 
instrumentales, no son sobre la aprobación de la ley. Si tengo que discutir con el Poder Ejecutivo la forma de 
instrumentación del arranque, estamos dispuestos a hacerlo. Inclusive, se había pensado hasta de donde podía 
salir el fondo pero, reitero, son conversaciones instrumentales. 


Por tanto, no está en discusión el tema de la aprobación inmediata del Fondo; el Parlamento está en deuda 


independientemente de las mayorías, en primer lugar, y también de las minorías- porque es un tema que 
aqueja a los trabajadores en general. Creemos que este es un buen momento; la situación de crisis del país no 
está en esos niveles que lo hacen impensable. Además, la actitud empresarial es la de no aportar políticas 
impositivas; no se trata de un impuesto, es un Fondo. La instrumentación con el Poder Ejecutivo es de forma 
y no de la necesidad de que se aplique rápidamente esta ley. 


SEÑOR PÉREZ BALADÓN (Julio).- En cuanto a una referencia que hizo el señor diputado sobre la cantidad 
de trabajadores, debo decir que es un cálculo personal del ejercicio profesional que tiene que ver con la salida 
de la dictadura hasta ahora. Eso fue engrosado, sobre todo, porque en la década de los noventa existían 
empresas que tenían mucha cantidad de trabajadores como, por ejemplo, el sector textil y curtiembres que 
cerraban y dejaban sin cobrar los créditos laborales de miles de trabajadores. Hoy las condiciones son 
distintas y las empresas son mucho más chicas, pero el problema se sigue manteniendo. Por otra parte, cabe 
señalar que estadísticas oficiales no hay. No podemos esquivar el bulto en cuanto a que se podrían comenzar 
a hacer, aunque es difícil porque hay que coordinar con distintos actores, entre ellos, con el Poder Judicial, 
pero no hay nada que sea imposible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos vuestra presencia. Fue muy bueno el intercambio. 
(Se retira de sala la delegación de representantes del PIT- CNT) 


(Ingresa a sala el Inspector General del Trabajo y la Seguridad Social, señor Gerardo Rey) 


Esta comisión da la bienvenida al Inspector General del Trabajo y la Seguridad Social, señor Gerardo 
Rey, quien fue convocado para considerar la situación de Arrozal 33, las inspecciones realizadas y su opinión 
acerca de cómo se viene avanzando en el tema. 


SEÑOR REY (Gerardo).- Para nosotros fue de mucha utilidad que la comisión nos haya remitido la versión 
taquigráfica de la reunión realizada con los trabajadores porque es más sencillo de explicar. 


Podemos hacer dos cosas: considerar expediente por expediente, por lo que no tengo ningún inconveniente 
aunque es bastante tedioso, o hacer un resumen general que para ustedes puede ser más útil. 


(Apoyado) 


Entonces, haremos un resumen de las actuaciones. Solamente en este período de gobierno, se hicieron 
más de una docena de inspecciones en Arrozal 33. La inmensa mayoría de las denuncias refieren a las 
condiciones de salud de los trabajadores. Si analizamos los últimos diez años, la empresa ya tiene más de 
diez multas, diez sanciones económicas. Solamente en este período, en estos dos últimos años, tiene dos 
clausuras preventivas. Cuando la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social concurrió a verificar 
las condiciones en que se desempeñaban las tareas observó que los trabajadores corrían riesgo por lo que se 
clausuró preventivamente esa actividad, ya que es una de las facultades que tiene la inspección. Aunque los 
integrantes de esta comisión lo saben, siempre es bueno recordar que la clausura preventiva en este tipo de 
predios no es una clausura de toda la actividad sino que se clausura solamente esa actividad que genera 
peligro y el empleador puede reubicar a los trabajadores en otra tarea. Esa tarea se detiene hasta que el 
empleador levanta las intimaciones. 


Si hacemos un repaso de lo que hoy queda pendiente, tenemos dos investigaciones recientes en curso que ya 
se terminaron y solo falta dictar la resolución final que, como indica el Decreto N* 500, antes de disponer la 
sanción o el archivo, se le da vista al empleador para que haga sus descargos. Se trata de dos investigaciones: 
una del 2015 y otra de este año 2017, que merecieron la declaración de inspección para investigar. 


De todos los expedientes en curso, dejando de lado lo que ya cumplió el empleador, cuando uno hace un 
resumen de las intimaciones pendientes, los temas más relevantes -no los únicos- son los procedimientos de 
descarga. Recordemos que la característica de la actividad económica arrocera es que muchas de las 
exportaciones se hacen en bolsas de 50 kilos. La normativa uruguaya establece que la carga debe hacerse en 
bolsas de 25 kilos, como ocurre en el caso del Pórtland, y hace muy poco lo ampliamos para el azúcar, a 
propuesta de Azucarlito y Alur porque habían dicho que se trataba de competencia desleal cuando se 
exportaba. Pero este no es el caso porque Uruguay exporta más del 98% de la producción de arroz; el asunto 
no pasa por ahí. Entonces, lo que se habilita es que el manejo sea en cargas de 50 kilos, siempre y cuando sea 
una carga mecánica. Lo que no se puede hacer es cargar la bolsa de 50 kilos, pero no quiere decir que esté 
prohibido envasarla. El procedimiento de estiba es uno de los incumplimientos pendientes. 


En segundo término, tenemos la situación de más de noventa viviendas que provee el empleador, 
particularmente, en la época de zafra. El Decreto N* 321, que es el del agro, regula las características de la 
vivienda. Nosotros vemos que hay un notorio incumplimiento en las condiciones de las viviendas de los 
trabajadores. 


En tercer término, tenemos el tema de la maquinaria, particularmente en lo que tiene que ver con garantizar 
su mantenimiento. Se han dado casos de intimaciones que terminan siendo incumplidas a lo largo del tiempo, 
lo que demuestra la importancia de que los empleadores tomen los recaudos. En este caso había intimaciones 
pendientes en cuanto al procedimiento para la conservación de la maquinaria y hubo un incidente. No un 
accidente en términos clásicos, no hubo personas lesionadas, pero hubo una maquinaria incendiada. 


En cuarto lugar, tenemos el tema del traslado del personal. Voy a hacer algunas consideraciones que espero 
los legisladores la comprendan. 


Quiero señalar que cuando el sindicato proporciona denuncias sobre este tema, que motivan la intervención 
de la Inspección General de Trabajo y la Seguridad Social a veces, vienen acompañadas de fotos que 
muestran cómo se traslada al personal. Este es un insumo muy importante para nosotros, pero necesitamos 
verificar la situación in situ. No podemos tomar eso como elemento probatorio. A veces, en un predio muy 
grande no es fácil verificar todas las condiciones de traslado. ¿Qué es lo que hace la Inspección? Intima al 
empleador a que presente las características de los vehículos del traslado. Pero, lo único que hace es entregar 
una copia de las matrículas de los vehículos. Nosotros intimamos a que, ante una denuncia, el empleador 
verifique que los vehículos que usa para el traslado cumplen con la normativa. 


Por otro lado, quiero señalar que el trabajo en altura, vinculado a la estiba, mereció clausuras preventivas. 


En este panorama, las cargas, la vivienda, la maquinaria, los vehículos, el trabajo en altura y los accidentes 
de trabajo son hoy los expedientes en curso. Quiero ser muy claro en esto. Hay diez expedientes terminados 
en sanción y cuatro en curso. Con respecto a estos últimos, de no prosperar una mejora o aun prosperando, 
posiblemente, van a tener una sanción. Lo digo en condicional porque siempre hay que esperar, como 
corresponde, que los empleadores puedan recusar, discrepar o aportar un nuevo elemento antes de una 
sanción. Pero todo indica que es muy probable que el empleador vuelva a ser sancionado porque, entre otras 


cosas, aunque corrija las medidas -nosotros los vamos a tener en cuenta a la hora de imponer una sanción-, 
tiene que cumplir con la normativa independientemente de que se lo fiscalice. Sería muy fácil tener a los 
trabajadores sin elementos de seguridad o sin anotarlos en la seguridad social y que se corrigiera esa 
situación cuando cae el BPS, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o el Banco de Seguros del Estado. 


En resumen, más allá de los otros aspectos que tienen que ver con el mal relacionamiento entre el sindicato 
y la patronal -que está lejos de ser un buen modelo de relaciones laborales en esta empresa-, en lo que tiene 
que ver con salud y seguridad en el trabajo -que es la inmensa mayoría de las actuaciones y de las denuncias-, 
esta es una empresa vigilada, a la que se le han aplicado sanciones; tiene cumplimientos parciales, a veces 
corrige la situación. Llama la atención la cantidad de sanciones que se le termina imponiendo por los 
incumplimientos a la normativa. Esta empresa está vigilada desde el punto de vista de la actuación inspectiva, 
pero la fiscalización es solo una parte de esto. Los empleadores deben entender que tienen que cambiar su 
esquema de trabajo, la forma de relacionarse, instalar una comisión bipartita que pueda hacer un plan de 
trabajo. En el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social este año estamos impulsando, fuertemente, el 
cumplimiento del Decreto N* 291 de 2007, que establece la instalación de comisiones paritarias. Creemos 
que cuando esos ámbitos funcionan, la cantidad de denuncias que llegan al Ministerio son menores, los 
trabajadores acuerdan procedimientos de trabajo, aportan a construir juntos una cultura de prevención del 
trabajo y se genera otro tipo de clima. Lamentablemente, esta empresa dista mucho de estar en esa situación 
y, por lo tanto, es previsible que si no cambia la actitud se acumulen las sanciones 


Todavía no hemos llegado a la situación de la clausura sancionatoria, que es la máxima sanción que puede 
imponer el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y que supone clausurar totalmente la actividad hasta un 
máximo de seis días, debido a los reiterados incumplimientos. Apostamos a que con los expedientes en curso 
haya un cambio de actitud. Pero, en cuanto a los cuatro o cinco expedientes en curso, debo adelantar a esta 
Comisión que si no hay un cambio de actitud por parte del empleador no le quedará a la Inspección General 
del Trabajo y la Seguridad Social más herramientas que hacer un informe y solicitarle al ministro la clausura 
sancionatoria, que si la dispone puede tener hasta un máximo de seis días. Ese es el marco jurídico con el 
cual podemos atender esta situación. 


He intentado ser lo más sintético posible, y quedo a las órdenes para evacuar cualquier consulta de los 
legisladores. 


SEÑOR NÚÑEZ (Gerardo).- Antes que nada, quiero agradecer la presencia del inspector general del Trabajo 
y la Seguridad Social, señor Gerardo Rey, y la información que nos ha brindado. 


La Comisión recibió a los trabajadores de Arrozal 33 y, además, fuimos a visitar la planta. Pudimos 
constatar el grueso de las denuncias que realizaron los trabajadores y las que el inspector general del Trabajo 
y la Seguridad Social enumeró detalladamente. Pero, hay otro elemento que también nos interesa analizar, 
que fue planteado en esta Comisión y cuando mantuvimos contacto con el sindicato, que es el relativo a la 
fumigación con agrotóxicos cuando los trabajadores desarrollan las tareas en el campo. Este hecho pone en 
una situación de extrema vulnerabilidad la salud de las trabajadoras y los trabajadores que desempeñan las 
tareas en esta zona. Esta situación fue reconocida en una reunión -en la que estuve- realizada con los 
trabajadores y los responsables de la empresa, pero se alega que hubo falta de comunicación entre la empresa 
que hace la fumigación y el cuerpo de capataces. 


Creo que estamos ante una situación grave, que amerita un conjunto de acciones por parte de las 
instituciones correspondientes para que este tipo de práctica no sucedan más. 


Quisiera saber cuál es el monto de las multas aplicadas, de cuánto dinero estamos hablando, y si fueron 
abonadas debidamente. 


SEÑOR REY (Gerardo).- Quiero hacer una primera conceptualización. 


El fenómeno de los agroquímicos no es reciente, pero preocupa mucho a la Inspección General del Trabajo 
y la Seguridad Social, porque, naturalmente, tiene que ver con los trabajadores y con el entorno, con la 
comunidad 


Recientemente, hemos pedido el apoyo de la OIT para concretar una especialización de nuestros inspectores 
de trabajo en el uso de agroquímicos, no solo para fiscalizar mejor, sino para que ellos puedan dar cursos de 
capacitación a las entidades agropecuarias, a los sindicatos de trabajadores del agro, etcétera, porque es un 
tema de absoluta relevancia 


El caso que mencionaba el señor diputado Gerardo Núñez no fue analizado en la Inspección General del 
Trabajo y la Seguridad Social, sino en el ámbito de la Dinatra. Como comprenderán, estamos a un piso 
mediante con la Dinatra y, por lo tanto, estamos al tanto de esa situación. Se trata de un fenómeno nuevo, 
canalizado en la Dinatra, que no integra este tipo de denuncias porque se incorporó entre la última visita y 
una negociación de carácter salarial. Una mala experiencia puede ser a veces un buen ejemplo. En este caso 
es un buen ejemplo de por qué es importante constituir las comisiones paritarias que establece el Decreto 
N* 291. No se puede pretender que instalemos una comisión en cada kiosquito con dos empleados. No 
estamos planteando eso, pero no cabe duda de que luego de diez años de vigencia de un decreto que establece 
la obligatoriedad de las comisiones paritarias debamos insistir en esa herramienta. 


Este año ha habido un cambio de tono a partir del 28 de abril, que fue el Día Mundial de la Seguridad y la 
Salud en el Trabajo. El ministro de Trabajo y Seguridad Social anunció que luego de diez años de vigencia de 
un decreto se va a ser más exigente en la parte sancionatoria; hasta ahora, las sanciones habían sido de 
carácter menor. Estamos de acuerdo con la promoción de un ámbito paritario, pero si no se instalan las 
comisiones, no queda más remedio que empezar a aplicar los aspectos sancionatorios. Sancionar para que se 
constituya un ámbito de negociación bipartita, obviamente, no es la mejor herramienta, pero luego de diez 
años de promoción, algo tiene que hacer el Estado. 


En cuanto a los montos, las multas ya impuestas van desde las 10 a las 60 unidades reajustables en cada uno 
de los expedientes; algunas de ellas se han pagado. No traje el detalle de los pagos, pero tenemos una buena 
gestión comercial. Intentamos intimar y, si no se paga, en la propia resolución se establece la facultad de 
utilizar los recursos legales para cobrar las multas. Tarde o temprano, el Ministerio termina cobrando; no 
tenemos gran problema de que no se pague. Si el empresario pagó la multa y corrigió, seguramente, no tendrá 
una nueva multa. Pero si pagó la multa y no corrigió nada, lo único que va a lograr es que en el próximo 
expediente haya una multa mayor. La multa es un elemento disuasivo, pero lo que nosotros queremos es que 
se corrijan las condiciones de salud y seguridad en el trabajo. Es más, los sindicatos nunca vienen a plantear 
su preocupación por la multa, sino que pelean para que se les corrijan las condiciones de trabajo. El manejo 
de la multa es simplemente un instrumento que tenemos nosotros para que los empleadores cambien la 
actitud. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero saber cuáles fueron las dos últimas fechas en que se inspeccionó. 


Por otro lado, se entiende que la cosecha del arroz lleva dos o tres mes. En la siembra -comparto lo que 
decía el señor diputado Nuñez- más que nada está la parte agroquímica con el tema de la fertilización o tratar 
al cultivo con algún producto químico. El problema es que la avioneta vuelca el producto sobre la gente. 


Arrozal 33 está lejos. Entonces, ¿por qué no se plantea desde el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social? 
El gremio pidió que la empresa reconociera al representante de los trabajadores en seguridad laboral. ¿Por 
qué no podríamos plantearle a la empresa que en el proceso de cosecha -que es cuando se prendió fuego la 
máquina y donde hubo más accidentes de trabajo por la dinámica que lleva-, trabaje en conjunto con la 
inspección? Están casi las veinticuatro horas trabajando allí a full. La vez que yo fui eran las ocho, nueve de 
la noche y estaban cosechando. 


En Arrozal 33 hay un pueblo -se llama, paradojalmente, Arrozal Treinta y Tres- en el que hay ciento diez 
viviendas y viven cuatrocientas personas. O sea que no estamos solamente visualizando la situación desde el 
punto de vista de los agroquímico; hay un pueblo ahí. Tener a alguien del Ministerio en proceso de cosecha, 
controlando que se cumplan las normas podría ayudar al mal relacionamiento que existe entre el gremio y la 
empresa, porque después ocurren los accidentes. Comparto con el director que, en realidad, lo que tratan de 
evitar los trabajadores son los accidentes de trabajo; siempre se planteó así. Lo dejo planteado como una idea, 
porque esto no solo pasa en Arrozal 33, sino también en otras. Nosotros hemos ido a Arrozal 33, vamos y 
venimos y hacemos la denuncia de la situación, pero hay un tema de tiempos. Me parece bueno que alguien 
del cuerpo inspectivo esté afincado allí dos o tres meses, como sucede permanentemente en los frigoríficos 
en la parte de calidad y trazabilidad de la faena. A nivel del Ministerio se le exige a los frigoríficos la 
presencia del controlador. 


Hace unos días estuvimos en un frigorífico matadero de Durazno, y planteamos al empresario que respete al 
delegado que nombre el gremio para la parte de seguridad laboral y que se trabaje en conjunto. Hago este 
planteo porque es un tema que se ha dado permanentemente. No es que no queramos abordarlo, se aborda, 
pero nuevamente se vuelven a incumplir determinadas cosas. Saludo el anuncio del director con respecto al 
apoyo de la OIT sobre el tema del trabajo y capacitar gente del Ministerio en este tema de agroquímicos. 


SEÑOR REY (Gerardo).- La última visita fue en el mes de mayo, en medio del conflicto; no recuerdo bien el 
día. Tuvimos algunas dificultades, porque hacer una inspección sin la presencia del delegado sindical no es lo 
más recomendable en estos casos. Hay un protocolo de actuación que consiste en que cuando llega el cuerpo 
inspectivo se convoca al representante sindical y hacen juntos la recorrida; como verán es frecuente la 
participación. 


En cuanto a mayor presencia, obviamente esta empresa indica que en la zafra tendremos que incrementarla. 
Lo que nosotros tenemos que hacer es tener una mayor vigilancia, lo que sería mucho más sencillo si hubiese 
un ámbito bipartito. Eso es fundamental. Voy a exagerar la situación: todos queremos tener un policía en cada 
esquina y un inspector de trabajo en cada empresa. ¿Por qué? Porque los mecanismos de persuasión, de 
fiscalización son elementos que permiten un mayor control. Debemos tener una adecuada utilización de los 
recursos del Estado. Si bien, Uruguay no tiene una cantidad de inspectores de trabajo, con respecto a la 
región y a nuestra plantilla, tenemos cifras razonables. Tenemos una buena inspección: dos terceras partes de 
los inspectores de trabajo tienen, por lo menos, estudios terciarios. Además, los inspectores de trabajo en el 
Uruguay -algo muy bien valorado por la OIT- tienen régimen de trabajo con exclusividad. Los inspectores de 
trabajo no pueden trabajar de ninguna otra cosa, salvo la docencia, y que esté autorizada. No pueden realizar 
ninguna otra actividad económica. Aclaro esto porque vale la pena resaltar esta característica del cuerpo 
estable del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Como recordarán, este Parlamento, en ocasión de votar el presupuesto terminó de completar esta reforma. 
También los abogados de la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social tienen régimen de 
exclusividad. 


¿Qué dificultades tiene establecerse en forma permanente en este tipo de establecimientos? Las que acabo 
de expresar en cuanto a que no sería posible hacerlo en todos los lugares pero, además, una tendencia a que, 
en este tipo de emprendimientos, la presencia del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tiende a pensar 
que somos los responsables de la gestión de la salud y la seguridad. La gestión de la salud y la seguridad del 
trabajo es responsabilidad del empleador. Nosotros tenemos que fiscalizar que cumpla la normativa. 


Ante la sugerencia que nos hacía el señor presidente decimos que es de recibo y, obviamente, lo tenemos 
planificado. Cuando se ingrese en la etapa de zafra ya no tendremos que ir a inspeccionar para ver en qué 
situación está. Alcanza y sobra con relevar lo que desde hace tiempo se está incumpliendo. Entonces, lo que 
vamos a hacer es aumentar la frecuencia. Voy a poner un ejemplo que los va a ayudar a ver que lo que 
estamos planteando no es un disparate. En términos comparativos, tenemos una baja siniestralidad en la obra 
de Hyundai; nuestra frecuencia es de dos veces por semana, más o menos. Alguna semana vamos tres veces. 
¿Cuál es la ventaja? Tenemos una comisión tripartita que funciona con todos los representantes de la Untrma, 
del Sunca y de las empresas. Uno de los planteos que tuvimos en Hyundai, que luego encauzamos, era la 
dificultad de no tener un responsable principal de la salud y seguridad, que vele por el conjunto de la obra. 
Estas es una obra muy grande. No vamos a comparar a Hyundai con Arrozal 33, pero creo que les puede dar 
una idea de que si uno hace una fiscalización responsable y hay un ámbito que funciona, no requiere la 
permanencia de una carpa adentro del arrozal, que no va mejorar las cosas. Si el empleador entiende que hay 
que transportar a la gente sin cinturones de seguridad, sin las medidas necesarias; si cuando está el Ministerio 
las bolsas se cargan mecánicamente y cuando se va se hace de forma manual; si se sigue sin cumplir con el 
decreto 321 en cuanto a las viviendas que, como bien dijo el presidente, son noventa o cien; si no hay un 
mantenimiento que ponga foco en que esa máquina será operada por un trabajador; si ese cambio en el 
empleador no se da, podemos poner alguna multa más pero no va a cambiar sustancialmente la cosa. 


Por lo tanto, hay que evitar la tentación de que, con la presencia permanente del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, todo tipo de conflicto termine golpeando en esa oficina. Entonces, en vez de contribuir a 
que las partes acuerden y a que el Estado regule y vigile adecuadamente, se empiezan a sustituir las cosas, 
que no es lo más recomendable en estos lugares, porque nunca van a progresar relaciones laborales más 


modernas. Pero lo que es absolutamente de recibo es que, con esta situación en la zafra, tenemos que 
aumentar la vigilancia, reitero, con cosas que ya están hechas; no es un tema nuevo. 


SEÑOR REUTOR (Carlos).- El tema de Arrozal 33 es uno de los puntos en lo que hoy tenemos organización 
sindical y se están levantando las armas ante un reclamo práctico que tiene que tener el movimiento sindical 
sobre hechos bastante violentos sobre los trabajadores. Esto no ocurre solo ahí sino en otros lugares, que 
quizás no tengan organización sindical para luchar por los derechos. 


Los empresarios manifiestan que reconocen al gremio, pero saben muy bien que hay una grave represión 
sindical sobre los trabajadores. Sabemos que hay compañeros que echaron a otros compañeros. Mi pregunta 
específica es cómo viene ese trabajo en el Ministerio, si llegaron a algún acuerdo, si pudieron retomar a algún 
trabajador de los que fueron echados por el empresario y cómo sigue el proceso de la represión sindical, que 
tiene este empresario hacia los trabajadores. Pregunto esto a fin de mantener el espíritu de esta Comisión, que 
es escuchar los planteamientos de los trabajadores y también tener una contrapartida, en este caso del 
Ministerio. 


SEÑORA CONDE (María Luisa).- No conozco realmente la problemática, pero voy a viajar; tengo amigos 
en Treinta y Tres. 


A solicitud del diputado Amarilla, quien se tuvo que retirar porque tenía una reunión con el Ministerio de 
Salud Pública, por el hospital en Rivera, pedimos realizar la visita de la empresa Arrozal 33. 


Me gustó lo que usted dijo en cuanto a que están para el diálogo, porque no sirve de nada cerrar la empresa 
o seguirla multando. Nosotros somos grandes defensores de la fuente de trabajo. 


SEÑOR REY (Gerardo).- Recordemos que cuando hay una represión sindical a un delegado, expulsado por 
su condición de dirigente sindical, etcétera, existe la facultad de la reinstalación, que es, notoriamente, un 
avance en la legislación uruguaya. Que Uruguay disponga de la potestad de la reinstalación es una cosa 
particularmente valorada. La protección de la libertad sindical está establecida en la Constitución de la 
República. La establece la Justicia y nosotros defendemos que así sea. Se usa pocas veces porque, en 
realidad, lo que funcionan son los ámbitos del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. A su vez, dentro del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a grosso modo, hay tres posibilidades de resolver las cuestiones de 
represión sindical. La primera es la negociación en la Dinatra, que es lo que funcionó en este caso la semana 
pasada. 


La segunda tiene que ver con algunos acuerdos que terminan en el reconocimiento al despido agravado. La 
empresa reconoce el despido y paga un despido agravado por esa situación. 


La tercera es la apertura de un expediente de represión sindical en el caso de la inspección de trabajo. Esos 
expedientes demoran un poco más y se parecen más a un trámite judicial, pero cuando se verifica termina con 
sanciones que son las más altas que ponemos. El decreto N* 186 del año 2004 categorizó en grave, leves, a 
las multas que puede poner la Inspección General del Trabajo. Entre las más graves coloca la represión 
sindical. En el caso de Arrozal 33 no tenemos expediente de ese tipo en la inspección, pero el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social actuó con las otras dos herramientas que tenemos. Y, en principio, el acuerdo de 
la semana pasada contemplaría esa situación. Digo en principio, porque hay que ver si estas cosas se 
consiguen en el tiempo. Recordemos que de no ser así y de apelarse al expediente de la Inspección General 
del Trabajo y la Seguridad Social, las multas pueden llegar a montos de cien o ciento cincuenta veces los 
jornales de las personas involucradas en la represión sindical. Obviamente, en el transcurso de todos estos 
expedientes, las empresas tratan de evitar esto. Lamentablemente, hay casos en los que las empresas 
sostienen que no hay represión y que lo van a demostrar. Los casos son pocos pero, los que se terminan 
sancionando son los que pagan las multas mayores. Exceden ampliamente los montos que manejé frente a la 
pregunta del señor diputado Núñez. 


SEÑOR NÚÑEZ (Gerardo).- Teniendo en cuenta la presencia del director Gerardo Rey, me gustaría pedirle 
que enviara a la Comisión las inspecciones y el estado de situación. Y también lo vinculado con las 
actuaciones en el frigorífico Cerro de Durazno. Sabemos que la Inspección General del Trabajo y la 
Seguridad Social ha trabajado al respecto, y dado que en los próximos días concurrirán integrantes de la 
empresa nos gustaría contar con esa información. 


SEÑOR REY (Gerardo).- Podría enviar por correo los dos pedidos. 


El caso del frigorífico es distinto. Voy a hacer solo un resumen porque daría para una larga exposición. En el 
frigorífico Durazno ya se accionó la clausura sancionatoria. Pero cuando comunicamos a la empresa que el 
Inspector General del Trabajo se disponía a solicitar al Ministro la clausura sancionatoria, la empresa aportó 
nueva documentación y corrigió algunos elementos en curso. Ahora estamos analizando esa situación. 
Adelanto que los montos de las multas del frigorífico Cerro son muy superiores a las de Arrozal 33. El último 
accidente investigado involucró, entre otras cosas, a un trabajador jubilado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la participación del señor inspector General del Trabajo y la 
Seguridad Social, señor Gerardo Rey. 


(Se retira de sala el señor inspector General del Trabajo y la Seguridad Social) 


(Ingresan a sala integrantes de la federación Ancap, Fancap) Damos la bienvenida al presidente de la 
Fancap, señor Edwin Villero, al vicepresidente, señor Salvador Sprovieri, al secretario general, señor 
Gerardo Rodríguez, y a los señores Oscar Duarte, Manuel Colina y Alvaro de la Cruz. 


Los hemos invitado para analizar de primera mano la situación que viven los trabajadores de Ancap, que 
sabemos que es compleja. Queremos saber si se ha avanzado entre las partes, es decir entre el Poder 
Ejecutivo y el gremio, más allá del tema del decreto. 


SEÑOR VILLERO (Edwin).- En primer lugar, saludamos a la Comisión por habernos recibido tan 
rápidamente para analizar una situación que viven los trabajadores de Ancap que es compleja, en función de 
un decreto de esencialidad, que el movimiento sindical y nosotros, como trabajadores, rechazamos por 
entender que limita los derechos fundamentales de los trabajadores, como lo es la libre sindicalización. 


En segundo término, queremos comentar por qué rechazamos este decreto y por qué entendemos que es una 
preocupación enorme que estamos atravesando. Nosotros veníamos trabajando sobre dos grandes ejes como 
federación Ancap en esta etapa. Uno es la defensa de la industria cementera. Y el otro es la defensa de una de 
las conquistas históricas que tenemos los trabajadores de Ancap en el seguimiento de la salud, en función de 
las dos industrias altamente complejas en las que trabajamos: la industria petrolera y la industria cementera. 


Si bien hemos logrado una negociación colectiva, que ha permitido la flexibilización en la posición del 
directorio en la industria cementera que se viene desarrollando -están participando el gremio de la 
construcción y nosotros-, no hemos logrado avanzar en la propuesta que tienen en particular, el directorio de 
Ancap y del Poder Ejecutivo, de privatización de nuestro servicio médico y el seguimiento de la salud. 


Se trata de un servicio médico que viene de la década de los cincuenta y que fue construido a partir del 
aporte de los trabajadores. Estos dejaron de percibir salarios para construir el seguimiento que hoy tenemos. 
Los trabajadores nos integramos totalmente al sistema nacional integrado de salud a partir de la ley y esto hay 
que decirlo. Aportamos al sistema, pagamos órdenes y tiques. Lo que estamos defendiendo, en particular, es 
el seguimiento que tenemos de la salud. 


Obviamente, estamos en una etapa compleja de la negociación teniendo en cuenta el consejo de ministros en 
La Teja el día domingo, donde fuimos recibidos. El día lunes el señor presidente participó en nuestra 
asamblea y nos trasladó que la dificultad por la que hoy atraviesa Ancap no estaba focalizada en el servicio 
médico y que había espacio para la negociación y para avanzar en una solución final. 


Esa solución final no la hemos podido encontrar en el marco de la negociación por la inflexibilidad por 
parte de algunos actores del Poder Ejecutivo. Obviamente, esto nos ha llevado a la movilización, a aceptar 
por parte de la organización sindical todas las guardias gremiales, que no las damos por arte de magia, sino 
en función de la solicitud que nos hace el Poder Ejecutivo, en particular Ancap, para sostener el 
abastecimiento en un régimen, obviamente, de movilización o de paro. 


Nos sorprende enormemente, y hay que remarcarlo, el decreto de esencialidad que se nos aplica a los 
trabajadores de Ancap porque, como decíamos anteriormente hemos cumplido con todo lo solicitado. Si se 
generó un desabastecimiento de combustible en la población no es responsabiliad de las medidas o 
movilizaciones de los trabajadores de Ancap. El desabastecimiento es el eje por el que se nos somete a un 


decreto de esencialidad debido a que hubo un nocaut patronal, que el día sábado no permitió el ingreso de 
camiones de combustible a cargar en la planta de La Tablada, mientras que los trabajadores estábamos en 
guardia gremial y dispuestos a suministrar combustible para amortiguar cualquier situación de corrida que se 
da frente a cualquier medida. 


En función del análisis que hemos hecho con los diferentes sindicatos que hoy somos parte de toda la 
cadena, tanto de distribución como de comercialización de gasolina o de gas, nos consta que haya habido un 
desabastecimiento de gas como se menciona en el justificativo para aplicarnos el decreto. Y nos sorprende 
enormemente que Ancap ni Ducsa, que es la distribuidora de Ancap, no hayan convocado para el día sábado 
-esto es lo queremos remarcar- a la flota de distribución privada de combustible y ni siquiera a la flota propia 
de Ancap para amortiguar las regiones más vulnerables que sufren inundaciones. 


En otro orden, queremos saludar a la comisión y dar paso a la participación de otros compañeros. 
Entendemos que la situación que hoy estamos viviendo no ameritaba la disposición que se estableció, porque 
los trabajadores amortiguamos las guardias gremiales como nos fueron solicitadas por el Poder Ejecutivo. 
Por tanto, creemos que no ameritaba que se impusiera el decreto de esencialidad. 


Más allá de la caracterización política que le otorga nuestro movimiento sindical, viene a complejizar aún 
más lo que tiene que ver con la distribución. Nosotros estábamos trabajando ocho horas y durante la jornada 
de movilización y en la asamblea que realizamos colocamos las guardias gremiales que, reiteramos, se 
hicieron en función de la solicitud del Poder Ejecutivo y Ancap. Entonces, si hubo faltante de combustible y 
de gas, no fue fruto de las resoluciones adoptadas por nuestra Federación Ancap sino consecuencia de un 
nocaut que amenazó -tenemos las notas- de que cualquier intento de carga de combustible el día sábado por 
parte de un particular generaba un paro de veinticuatro horas a partir del día lunes. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Gerardo).- Quisiera complementar un poco lo que acaba de decir el compañero. 


Nosotros fuimos muy responsables en la asignación de las guardias gremiales porque tenemos claro que no 
podíamos permitir que se cambiara el eje de la discusión. Para nosotros el tema del servicio médico 
representa, sin lugar a dudas, la lucha más importante luego del plebiscito del 2003 porque tenemos sentido 
de pertenencia, una fuerte identificación con el organismo y luchamos desde la máxima convicción. Pero, 
también, tenemos un compromiso con toda la ciudadanía. Los señores diputados son representantes de la 
ciudadanía y nosotros queremos trasladarle a toda la sociedad uruguaya que no solo cumplimos con el 
compromiso firmado en un convenio con el directorio de Ancap en cuanto a la asignación de guardias 
gremiales sino que también fuimos más allá de esas guardias gremiales, con un trabajo bastante importante 
por parte de nuestros compañeros de concientizarnos de que no podíamos llegar a la situación de que se nos 
acusara o que se configurara el hecho cercano a un desabastecimiento. Nunca existió eso. 


Hay que destacar que cuando nosotros anunciamos medidas, se genera un efecto psicológico y todo el 
mundo va a cargar a las estaciones de servicio y el combustible que está en los depósitos de las estaciones 
pasa a estar en los tanques de los automóviles. Además, las garrafas que tenemos vacías en nuestras casas, 
aunque no las necesitemos, las llenamos. Eso generaba un movimiento del que nosotros éramos conscientes. 
Pero esto está lejos de configurar una situación de desabastecimiento no solo en los servicios esenciales. 
Nosotros abastecimos mucho más allá de los servicios esenciales. 


Me gustaría que todos fueran a ver los registros de los combustibles que se expidieron en los primeros once 
días de junio y los comparen con promedios históricos de Ancap para que se compruebe si de alguna manera 
se puede configurar una situación de desabastecimiento, lo que sirvió de argumento para que se nos decretara 
servicio esencial. 


Otro tema que debemos rechazar es que dentro de la argumentación se nos diga que dejamos sin abastecer el 
norte del país con la situación gravísima que está atravesando. Este sindicato, como todo el movimiento 
sindical, ha dado muestras sobradas de solidaridad y de estar al lado de los uruguayos cuando pasan 
situaciones como las que ocurren en el norte de nuestro país. Creo que no contribuye decir que nosotros, de 
alguna manera, permitimos que sucediera una situación de ese tipo. Eso enrarece el ambiente para salir de 
esta problemática. Tampoco contribuye ocultar que en todas las áreas de Ancap hay una organización de 
trabajo pensada sobre una lógica de realización de horas extras, especialmente en la logística. Si los 
trabajadores de Ancap no hacen horas extras, no se puede cumplir con las necesidades de abastecimiento. 
Creo que, tanto el Poder Ejecutivo como el directorio de Ancap, deberán hacer un reconocimiento en ese 


sentido. Si no partimos de ese reconocimiento o no nos acercamos a la realidad, indudablemente no vamos a 
encontrar la solución si el diagnóstico pasa porque nosotros nos negamos a hacer tal o cual cosa. Pienso que 
la mejor actitud para encontrar una salida al tema de una nueva reestructura -estamos convencidos de que 
debemos transitar por una reestructura- es a través de los derechos de los trabajadores, respetando la ley de 
negociación colectiva. 


Quiero dejar en claro, en forma implícita, que detrás de esta declaración de esencialidad hay un claro 
objetivo de hacer una reestructura impuesta de forma unilateral por el Directorio de Ancap, avasallando los 
derechos de los trabajadores y desconociendo la ley de negociación colectiva, vulnerando los derechos que, 
con mucho trabajo, hemos ido construyendo en los últimos años. Me parece que ello no contribuye desde 
ningún punto de vista. 


Se podrá apreciar que no me referí al hecho puntual donde tenemos un diferendo sino que hago mención a 
toda esta situación que lo único que hace es entorpecer y poner obstáculos para dirimir y resolver el tema del 
servicio médico que, como he dicho, para nosotros es muy importante. Cuando hay un problema, una 
situación de difícil resolución, se debe tratar de construir las condiciones para que se resuelva tratando de 
visualizar dónde está la diferencia y no crear a su alrededor otras situaciones que llevan a entorpecer 
totalmente el camino de una solución. 


Todos sabemos que cuando la negociación se empieza a contaminar con hechos que no se ajustan a la 
realidad o entorpecen la real posibilidad de un acercamiento al objeto de disputa, es muy difícil después 
retomar el camino del diálogo, de la negociación y del respeto a los derechos de los trabajadores. Esto es muy 
grave para nosotros como así también la declaración de esencialidad. Pero, también lo es, el no respetar los 
derechos que asiste a los trabajadores a través de la normativa laboral. 


Agradecemos que la comisión nos haya recibido. Esperamos que las aguas retomen su cauce desde la 
sensatez y madurez, más allá de que en la resolución del tema de fondo no veamos contempladas todas 
nuestras aspiraciones. Por lo menos pretendemos abordar la problemática sin estar sumando hechos y 
acciones que lo único que hacen es entorpecer el camino. 


SEÑOR SPROVIERI (Salvador).- También quiero agradecer a la comisión y al Poder Legislativo por tomar 
un rol protagónico en esta cuestión. 


Por otra parte, quiero reafirmar un par de asuntos. Detrás del decreto de esencialidad lo que hay es un 
intento de reestructurar el trabajo de Ancap a espaldas de los trabajadores. Horas antes de que se decretara la 
esencialidad, el día lunes, al correo institucional de Ancap, de todos nosotros, llegaron unos documentos 
sobre la reorganización del trabajo y se deja abierto el cambio de guardias mínimas de seguridad, de formas 
operativas. Todo ello surgió antes de que el Poder Ejecutivo firmara la resolución. Esto es gravísimo pues 
sentamos un precedente de que un ente estatal viola la ley de negociación colectiva y limita los derechos de 
los trabajadores. Eso, en un Estado de derecho, donde tenemos leyes que protegen a los trabajadores, que el 
Estado sea el primero en violar esa ley y los derechos de los trabajadores, genera una situación muy 
complicada para el futuro. Por esta razón, saludamos que el Poder Legislativo adopte un rol protagónico para 
volver al cauce normal de las negociaciones. 


También hay otra cuestión. Detrás de la esencialidad y de cambiar el foco de la discusión, existe un intento 
del directorio de Ancap de aprobar un proyecto sobre el tema del servicio médico relativo a que nos 
asociemos directamente con la Asociación Española. Por más que en la propuesta se refiera a prestador 
integral, si uno rasca un poco, ya tiene un destino, que es la Asociación Española. Esto es lo que nos quieren 
imponer. Si bien a los trabajadores de Ancap nos mantienen como funcionarios públicos, nos quieren 
imponer una jefatura de la Asociación Española. Eso lo debemos denunciar. ¿Por qué no se plantean 
licitaciones u otros caminos? Lo que sucede es que con la esencialidad de por medio, estamos discutiendo 
sobre este asunto cómo salimos, cómo seguimos para adelante y, en el día de ayer, el directorio de Ancap dijo 
textualmente a los médicos del organismo cuando mantuvieron una reunión lo siguiente: "O la Federación de 
Ancap acepta esta propuesta y salvaguardamos todos los puestos de trabajo o, de lo contrario, la vamos a 
aplicar igual". Ese es el sentido negociador que hoy utiliza el directorio con la esencialidad de por medio. 
Además, nos cambian los turnos, los horarios de trabajo y las guardias mínimas en materia de seguridad; esto 
es gravísimo. También han sancionado a compañeros y, en el marco de la esencialidad, dicen a los médicos: 
aceptan la propuesta o lo hacemos igual porque no nos importa. Creemos que en ese marco es muy difícil 
negociar y construir un camino de diálogo. 


La salida de este problema sería que el Poder Ejecutivo reconociera que no fuimos causantes del 
desabastecimiento, que el día jueves de la semana pasada, en una reunión con el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería acordamos con la presidenta de Ancap y con la ministra del ramo generar guardias 
gremiales, tanto el viernes como el sábado, y extensión horaria. Los compañeros de la planta La Tablada 
-pueden decirlo mejor que yo- trabajaron hasta la hora 22 cargando gas. O sea, cumplimos con creces lo 
acordado con el gobierno. 


Luego, el día lunes, cuando nos reunimos con el ministro Murro, nos comunica la esencialidad; nos dice que 
había caído muy mal la resolución de nuestra asamblea representativa en la cual declaramos insuficiente la 
propuesta del gobierno. Además, el ministro nos planteó que si aceptábamos la propuesta podría no haber 
esencialidad. Entonces ¿de qué estamos hablando? ¿Por qué era la esencialidad? ¿Porque no aceptamos la 
propuesta o porque faltaba combustible? 


Creemos que el Poder Ejecutivo se debe sincerar, por lo menos, con los trabajadores de Ancap, levantar la 
esencialidad, las sanciones, la reestructura, dialogar con los trabajadores reconociendo que no fuimos los 
responsables. Si Ancap hubiera querido, el sábado podía haber presionado a la patronal de distribución de 
combustible que fuera porque los compañeros del sindicato de camioneros, además de los de la propia planta, 
estaban dispuestos a trabajar y cargar. Si hubieran querido matizar la situación del fin de semana, lo hubieran 
hecho, pero optaron por no hacer nada y, por omisión, tuvieron una actitud muy grave: dejaron a este 
sindicato como responsable de la situación, y no lo es. 


SEÑOR COLINA (Manuel).- Antes que nada, quiero señalar que soy representante del sector de planta La 
Tablada. 


Los dirigentes que hace varias semanas estamos detrás de este asunto tenemos muy clara la situación. Me 
gustaría hacer una cronología que contextualice el momento. 


En una asamblea representativa definimos una serie de medidas porque entendíamos que se empezaban a 
agotar los tiempos en la negociación. Esa serie de medidas implicaba, únicamente, el corte de horas extras y 
la programación de un paro de cuatro horas el jueves 8 y un paro de veinticuatro horas el viernes 9. En el 
correr de la semana, debido al corte de horas extras, planta La Tablada tuvo una afectación importante en su 
forma de trabajar por el escaso personal con que cuenta en el área operativa; tuvimos ciertos problemas para 
brindar el servicio al ciento por ciento. Esto no quiere decir que no se hayan abastecido los combustibles; 
todo lo contrario: se abastecieron todos. 


El miércoles 7 empezamos a recibir solicitudes de guardias gremiales, y como entendíamos que este 
conflicto no podía pasar por un problema de desabastecimiento, las otorgamos. Las otorgamos para servicios 
esenciales, para carga de combustibles y guardias gremiales en horas extras. Esto es algo difícil de 
comprender, pero es eso lo que otorgamos. O sea, hubo compañeros que vinieron a trabajar en horas extras 
bajo el concepto de guardia gremial para poder seguir atendiendo durante el horario normal de planta. 


El jueves 8 trabajamos. El viernes 9, cuando se hacía el paro de veinticuatro horas, la planta abrió todo el 
día en guardia gremial. 


Mantuvimos una reunión con los representantes del Poder Ejecutivo, con la ministra Carolina Cosse, con el 
economista Martín Vallcorba, con el director nacional de Trabajo, la presidenta de Ancap, ingeniera Marta 
Jara, la directora Laura Saldanha, quienes estamos aquí, representantes del PIT- CNT, y se nos hizo -según 
ellos- la última propuesta al respecto. Quiero dejar bien claro que nunca rechazamos esa propuesta; sí 
planteamos nuestras diferencias. Nos pareció que esa propuesta era insuficiente. 


Reitero que el servicio médico que tenemos nosotros no es de los dirigentes sindicales, sino de los 
funcionarios de Ancap. Entendimos que esta propuesta la teníamos que transversalizar a todos los 
funcionarios, porque eran ellos los que iban a terminar decidiendo. 


En esa misma reunión, nosotros garantizamos a la ministra Carolina Cosse que íbamos a otorgar todas las 
guardias gremiales que se nos solicitara para cumplir con al abastecimiento. Eso fue el jueves 8. Que quede 
claro que la organización sindical, con la tradición histórica que tiene en Uruguay, garantizó el 
abastecimiento de combustible para todo el país. 


Pero, el sábado nos encontramos con una situación casi irrisoria. Estuvimos de guardia todo el día, pero no 
pudimos cargar un solo camión, porque tanto Ancap como la empresa Ducsa y las demás distribuidoras no 
asignaron viajes. Esto sucedió en el entendido -como se explicó el lunes- de que era una situación de 
emergencia. Nosotros abrimos el sábado para paliar esa situación de emergencia, pero no se asignó ni un solo 
viaje de combustible. 


Llegamos al día lunes con una sensación de desabastecimiento, pero los números que nosotros 
manejábamos indicaban que no era tan así. No obstante, sí existía esa sensación en la población y en los 
medios. Consideramos que esa sensación potencia mucho más las corridas de la gente yendo a cargar 
combustible y los problemas que después terminan dándose en una situación de desabastecimiento. 


Los funcionarios de Ancap entendemos que no tenemos responsabilidad en ese desabastecimiento ni en esa 
sensación, porque el sector que yo represento, que ha sido clave en este conflicto, ha brindado todas las 
guardias gremiales que se le han solicitado y ha hecho todos los esfuerzos. Si miramos los registros horarios 
de los compañeros que hicieron guardias gremiales en horas extras, comprobaríamos que hicieron una 
cantidad impresionante de horas extras para cubrir el abastecimiento. 


El lunes se nos citó a una reunión en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para informarnos que se 
estaba por aplicar el decreto de esencialidad. Nos dijeron que si no queríamos que se aplicara, lo único que 
teníamos que hacer era aceptar la propuesta que venía del Poder Ejecutivo. Le informamos al señor ministro 
Ernesto Murro que nunca habíamos rechazado la propuesta; simplemente, estábamos cumpliendo con los 
tiempos necesarios para colectivizarla entre los funcionarios, que son los verdaderos usuarios, los dueños del 
servicio médico, y tener una respuesta integral. El señor ministro tomó nota, pero repitió su posición: ustedes 
aceptan esto, se levanta la esencialidad. 


A partir de ahí, es historia conocida. Después de la esencialidad, viene la reestructura -que mencionaba mi 
compañero-, las presiones, las sanciones, el corrimiento y traslado obligatorio de funcionarios de un área a 
otra, vulnerando totalmente sus derechos. Hay funcionarios que hoy están trabajando en La Tablada sin 
ningún tipo de capacitación en el área y fueron corridos de la noche a la mañana hacia la planta. Fíjense qué 
oportuna la selección que se hizo de estos funcionarios. Se trata de seis funcionarios del área de refinería, en 
donde la gran mayoría no tiene una relación de permanencia con la empresa, es decir, están en régimen de 
contrato de función pública. Como ustedes sabrán, una sanción para un funcionario en contrato de función 
pública implica la pérdida del trabajo. Nosotros aceptamos esa condición porque teníamos que salir de esa 
situación de aplicación de sanciones absolutamente desproporcionadas. En La Tablada tenemos dos 
compañeros que han sido sancionados. Uno por negarse a hacer una tarea que no puede realizar por 
indicación médica y, el otro, por negarse a hacer la tarea que tendría que hacer el compañero que se negó por 
indicación médica. El artículo 34, por el que lo sancionaron, prevé de un día a treinta de sanción. Les 
aplicaron treinta días de sanción; si hubiera habido cuarenta, les aplicaban cuarenta. 


Entendemos que esta situación no puede seguir; es un atropello flagrante a toda la historia del movimiento 
sindical, del movimiento obrero de este país. 


Nosotros en todo momento, desde que empezamos las negociaciones por este tema, hemos tenido la más 
absoluta voluntad de diálogo y de acuerdo. Hay cosas que no podemos acordar por nosotros solos y las 
tenemos que colectivizar. Eso se expresó de una manera muy diferente a los medios por parte del Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR DUARTE (Óscar).- Quiero señalar que pertenezco a la Dirección Nacional de la Federación Ancap. 


La génesis de este tema en el que nos encontramos hoy tiene casi sesenta años. Estamos defendiendo un 
servicio médico creado en el año 1957. Hasta hace diez años no había en el país una ley como la que el 
legislador promulgó, en la que se apunta, precisamente, a atender todas las patologías que la gente padece. 


Reconocemos en la ley del Sistema Nacional Integrado de Salud un avance fundamental para los 
trabajadores, porque los incluyó en igualdad de condiciones en un sistema que consagra un derecho humano 
fundamental, como es la atención y prevención de la salud para el bienestar del pueblo. Nosotros también 
estamos incluidos en el Fonasa. 


Diez años después, nos encontramos ante el cierre inminente de un servicio que es el único que cumple con 
las metas que el legislador votó cuando creó el Sistema Nacional Integrado de Salud. El servicio médico de 
Ancap cumple con todas las metas de calidad, de costos y de atención, y para defenderlo siempre nos 
amparamos -porque esta situación no es de ahora- en las leyes que el legislador, que representa el pueblo, fue 
redactando, que son las herramientas que tenemos para dirimir, como corresponde, este tipo de 
confrontaciones; por ejemplo, la ley de negociación colectiva, la ley de los fueros sindicales para poder 
ejercer la militancia, para poder aprender y estar en condiciones de saber lo que estamos defendiendo, si 
técnicamente es aplicable, si políticamente corresponde. También, nos apoyamos en la ley que convalida los 
Decretos N* 155 y 161 de la OIT 


Hace dos años se reglamentó este último, que refiere al servicio de salud ocupacional. Nos dijeron que iba a 
ser modificado, pero ni siquiera nos llamaron para discutir sobre qué salud ocupacional queremos y cómo 
incluimos el sistema del servicio médico de Ancap dentro de ese decreto avalado como ley. ¿Qué pretendían 
el Poder Ejecutivo o los señores que lo integran, que hoy se enojan porque los trabajadores de Ancap 
protestamos, no nos declaramos en conflicto, ejerciendo el derecho a trabajar ocho horas como marca la ley? 
El problema de la gestión y la organización no lo vamos a discutir hoy acá; se hace en otros ámbitos. Pero, el 
derecho a trabajar ocho horas es lo que estamos defendiendo y lo hacemos con el manual, con la ley y con 
todo lo que implica. Lo fundamental es que este colectivo, esta dirección de la Federación Ancap, conteste 
con el rol histórico que tiene nuestro gremio, nuestro sindicato, no es dueña de las medidas que tomamos. Si 
mañana los trabajadores de la refinería deciden pararla, no va a ser posible, porque esa es el arma que tiene el 
pueblo y la clase trabajadora para defender, precisamente, las leyes, la Constitución, la democracia. Eso 
escapa, inclusive, a la decisión de esta dirección. Desde la Convención Nacional de Trabajadores de la 
década del sesenta, en la que se unifican todos los sindicatos, eso es ley, y en este sindicato se traslada de 
generación en generación. Yo ya estoy en la generación próxima al retiro, pero mis compañeros están 
tomando esta bandera responsablemente y llevando este conflicto adelante con mucha dignidad. Es muy 
difícil, en este marco, que el Poder Ejecutivo nos dé una bofetada porque nos dejaría fuera. La verdad que fue 
un buen impulso. En definitiva, la bofetada nos sirvió, porque nos incluyó en el contexto político en el que 
estamos discutiendo. No va a ser la esencialidad lo que cambie nuestra línea de accionar, porque así lo 
entiende nuestra central obrera y nuestros compañeros organizados en los sindicatos. Es más: el gremio de la 
enseñanza -con el cual en el día de ayer estábamos reunidos- que está sumamente tensado en lo que tiene que 
ver con el presupuesto, hace unos minutos deja de lado su problemática y se pone a discutir con los 
trabajadores de Ancap cómo podemos salir y revertir esta esencialidad que ellos sufrieron hace poco 
injustamente. Hoy todavía hay más sindicatos sumados a la esencialidad. Pero este sindicato viene porque le 
debe respeto a este órgano. 


Por tanto, esperamos de este órgano la misma devolución con respecto a la defensa de los derechos que 
nosotros estamos defendiendo. 


SEÑOR NUÑEZ (Gerardo).- Quiero expresar mi más profunda solidaridad con los trabajadores de Ancap en 
estos momentos. Obviamente, no nos vamos a referir al fondo del asunto que tiene que ver con los motivos 
que ocasionaron este conflicto, pero sí expresar de manera clara nuestra posición contraria a cualquier 
decreto de esencialidad, porque pensamos que no son los mecanismos adecuados para resolver ningún 
conflicto. De hecho, lo que hacen este tipo de actuaciones, desde nuestro punto de vista, es profundizar más 
las diferencias cuando lo que faltó, precisamente, fue acercar las posiciones, negociar y articular más, en un 
contexto en el que existía, de acuerdo con lo que ustedes están planteando, una clara voluntad de parte de los 
trabajadores, de continuar un camino de diálogo, de articulación, de negociación, de alternativas, respetando 
al máximo y defendiendo, no solamente sus derechos como trabajadores, sino también como uruguayos, 
como ciudadanos, en el entendido de no colocar a la ciudadanía como rehén de una situación conflictiva. Eso 
ha quedado claramente expresado en el día de hoy. Las acciones así lo demuestran. 


También quiero señalar que, en el día de hoy, varios legisladores del Frente Amplio que estamos acá, 
mantuvimos una reunión muy importante con la Ministra Cosse, quien nos manifestó su plena voluntad de 
continuar un camino de diálogo, negociación y articulación, lo que creemos muy conveniente. Si tenemos a 
los compañeros sindicalizados, a los actores principales de gobierno con esa voluntad de diálogo, creo que 
estamos en un escenario más positivo del que teníamos. Entonces, vamos a proponer, como se acordó en esa 
reunión que tuvimos en el día de hoy, que esta Comisión sirva de espacio para construir una Mesa de diálogo 
entre el Poder Ejecutivo y la federación de trabajadores de Ancap, sin perjuicio de los demás espacios que 
puedan existir. Sabemos que, en estos días, hay una actuación de la central de trabajadores que también está 


moviéndose y buscando mecanismos de negociación, sin perjuicio de abrir espacios simultáneos a otros 
establecidos institucionalmente. Nos parece que es un buen momento para que esta Comisión pueda llegar a 
niveles de acuerdo. Es una opinión personal. Evidentemente, para alcanzar estos objetivos tendríamos que 
estar trabajando en un escenario para quitar el decreto de esencialidad, para que se paralicen las posibles 
reestructuras que ya se están llevando a cabo, y para que se suspenda el conjunto de las sanciones que han 
recibido los trabajadores. Digo esto como para empezar a negociar. Obviamente, de parte de los trabajadores, 
se espera el compromiso de restablecer, con la máxima disposición posible, los servicios correspondientes, a 
los efectos de que la ciudadanía en este caso no se vea afectada. 


SEÑOR PUIG (Luis).- Quiero expresar personalmente la plena solidaridad, de parte de alguien a quien le ha 
tocado, al igual que a ustedes hoy, enfrentar declaraciones de esencialidad, siendo dirigente del sindicato del 
gas. 


Hay algunos aspectos que para nosotros son claros: no se puede declarar la esencialidad a un gremio que no 
está parando. No se puede declarar la esencialidad sobre la base de que los trabajadores no están haciendo 
horas extra. Por tanto, consideramos equivocada la medida de declaración de servicio de esencialidad. Al 
mismo tiempo, nos parece que han fallado algunos mecanismos de análisis de la situación, inclusive algunos 
no convencionales como, por ejemplo, guardia gremial en horas extra, porque el gremio el sábado pasado 
habilitó los mecanismos de horas extra. El gremio habilita guardias gremiales. Es más: extrema eso y plantea 
guardias gremiales con horas extra que, la verdad, no es una medida característica. Está claro que la voluntad 
del gremio no era generar el desabastecimiento. Ahora bien, yo me pregunto, Ancap, teniendo parte de una 
flota propia, estando Ducsa, de la cual Ancap es parte, ¿no hubo mecanismos por parte de la dirección del 
Poder Ejecutivo o de quien corresponda, de generar las decisiones que permitieran que se cargara 
combustible como habilitaban las guardias gremiales para solucionar el tema del desabastecimiento. Creemos 
que ahí hubo desinteligencia, seguramente sin mala intención de nadie, pero que habría que corregir. 


Comparto, plenamente, el objetivo por el cual en el día de ayer conversamos con el presidente del sindicato 
y con otros afiliados sobre la convocatoria a esta Comisión a fin de que, sin pretender sustituir a la Dinatra ni 
a ningún otro mecanismo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, se plantee la instalación de un ámbito 
de negociación real, como planteaba el diputado Núñez; un ámbito de negociación que para nosotros debe 
tener esas características: negociación real, sacando de arriba de la mesa el tema esencialidad, planteando 
detener el tema de la reestructura. O sea, respetando la ley de negociación colectiva y que la reestructura sea 
producto de una discusión entre los trabajadores, la dirección de la empresa y el Poder Ejecutivo y, 
obviamente, con el levantamiento de las sanciones. Seguramente, en ese marco, los trabajadores valorarán el 
tema de no desarrollo de medidas, pero a nosotros nos parece que es muy difícil instalar un ámbito de 
negociación si la dirección del sindicato, que rinde cuentas -como lo hace el conjunto del movimiento 
sindical a sus asambleas-, tenga que explicar que en medio de esta situación hay sancionados. Nos parece que 
es una situación insostenible. Tal vez sería bueno que, al finalizar esta reunión comunicáramos, tanto al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social como al de Industria, Energía y Minería, que estamos dispuestos a 
instalar hoy mismo ese ámbito de negociación y que, al mismo tiempo, se tomen los recaudos para dejar sin 
efecto las medidas que complican la situación de relacionamiento. La declaratoria de esencialidad no ayudó 
en la enseñanza y no ayuda en este conflicto, a generar caminos que permitan un entendimiento. 


SEÑORA CONDE (María Luisa).- Estoy sorprendida por lo que está viviendo el gremio; me sorprende que 
en un gobierno de izquierda pasen estas cosas. 


Quiero decirles que integré la Junta Nacional de Salud y, como representante de los usuarios de ASSE, 
entiendo el tema del Sistema Nacional Integrado de Salud y el Fonasa. Entonces, a mí no me entra en la 
cabeza que los obliguen a aceptar una mutualista porque eso no es lo propuesto. La propuesta del gobierno se 
hizo hace diez años. Yo me senté en la Junta Nacional de Salud, con venia del Senado, con venia de Pepe. 
Ustedes tienen que pelear por eso. El único caso que yo conozco, quizás haya otros, es el de la Intendencia de 
San José, que es del partido de gobierno que yo reprento, el Partido Nacional, donde se obliga a los 
funcionarios a ser socios de la Asociación Médica de San José; uno de los peores servicios de salud. No se 
puede obligar al trabajador, en pleno uso de la democracia y la libertad, a elegir un lugar de prestación de 
salud; no es lo justo, aunque sea de un compañero. Lo único que les digo es que no bajen los brazos y que 
tienen que recurrir a la Junta Nacional de Salud, que es la que regula el accionar de todas las mutualistas. 
Esta es una importante denuncia contra la mutualista de la Asociación Española. No deberían suceder estas 
cosas. Lamento el decreto de esencialidad, pero, a veces, la gente, los más pobres, no podemos llenar 


nuestros tanques. Nosotros para llegar acá tenemos que recorrer 300 kilómetros y no es changa andar 
llenando el tanquecito. Entiendo la situación de ustedes, pero podríamos haber zafado por otro lado. Además, 
se ha hablado con Ernesto Murro que es un conocedor de todos estos temas; estuvo del otro lado. No se dejen 
apretar, por favor, con el tema de la Asociación Española. 


En la Junta Nacional de Salud, Luis Gallo se acuerda muy bien de mí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto el planteo. Esta Comisión ya elevó una minuta de comunicación al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social por el tema de la esencialidad en la enseñanza, porque entendíamos 
que es un obstáculo estando todas las partes interesadas en avanzar en una Mesa de diálogo, como bien decía 
el diputado Núñez. Comparto que no hubo un análisis profundo de la situación real porque, como decía el 
señor diputado Puig, la esencialidad no se puede basar en las horas extra. El hecho de que existan horas 
extras se refleja en una falta de puestos de trabajo a cubrir o en que se debería haber planteado mucho antes 
el tema de una redistribución horaria de entrada y salida de los trabajadores. Plantear eso hubiera sido más 
pertinente. 


SEÑOR NÚÑEZ (Gerardo).- Simplemente, propongo realizar en el día de hoy una comunicación firmada por 
los integrantes de esta Comisión -si es que hay acuerdo- solicitando al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social el levantamiento del decreto de esencialidad, la suspensión de las medidas de reestructura y el 
levantamiento de las sanciones establecidas a los funcionarios, habida cuenta de que se va a establecer un 
espacio de diálogo y negociación. Nos parece que sin estos elementos arriba de la mesa facilita los caminos 
de encuentro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que la Comisión como tal no lo puede hacer; lo tenemos que hacer 
individualmente y creo que hay consenso general para ello. Vamos a redactar esa nota y la elevaremos. 


La Comisión les agradecemos su visita en el día de hoy. 
Se levanta la reunión. 


Ver documento adjunto 
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